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RESOLUCIÓN 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 19 de septiembre de 2018. 

 

 Comparece ante nosotros el Sr. Miguel Ángel Álvarez Souffront (señor 

Álvarez o peticionario), miembro de la población penal, a través de recurso 

de certiorari, solicitando la revocación de una Resolución emitida y 

notificada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez (TPI o 

tribunal primario) el 2 de julio de 2018.  Mediante su dictamen el tribunal 

primario declaró No Ha Lugar una solicitud presentada por el señor 

Álvarez para que se le eximiera del pago de una pena especial impuesta en 

sentencia condenatoria de cárcel por haber infringido el Art. 3.3 de la Ley 

54-1989, según enmendada, Ley de Prevención e Intervención con la 

Violencia Doméstica, en grado de tentativa. 

 No obstante, resulta necesario considerar interrogantes de carácter 

jurisdiccionales previo a atender los méritos del asunto planteado. Esto 

responde a que las cuestiones jurisdiccionales son materia privilegiada y 
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deben resolverse con preferencia a los demás asuntos. Mun. San Sebastián 

v. QMC Telecom, O.G.P., 190 DPR 652, 659 (2014). Veamos. 

I. Tracto procesal pertinente 

El 17 de mayo de 2018 el tribunal primario dictó sentencia 

aceptando la declaración de culpabilidad que hiciera el señor Álvarez por 

los delitos de epígrafe, imponiéndole pena de cárcel por un año y el pago 

de $300.00, según dispuesto por la pena especial1.  

Inconforme con la imposición de la pena especial, el peticionario 

acudió al TPI solicitando que le eximiera de su pago. En atención a tal 

petición, el foro primario emitió Resolución el 2 de julio de 2018 

declarándola No Ha Lugar, notificada en la misma fecha.  

Es del anterior dictamen que acudió ante nosotros el señor Álvarez 

el 23 de agosto de 2018, reiterando su reclamo de que le eximamos del 

pago de la pena especial impuesta. 

II.  

A. Jurisdicción  

La jurisdicción se ha definido como el poder o autoridad de un 

tribunal para considerar y decidir casos y controversias. Yumac Home v. 

Empresas Massó, 194 DPR 96 (2015); Horizon Media v. Jta. Revisora, RA 

Holdings, 191 DPR 228, 233 (2014). Tanto los foros de instancia como los 

apelativos tienen el deber de, primeramente, analizar en todo caso si 

poseen jurisdicción para atender las controversias presentadas, puesto 

que los tribunales estamos llamados a ser fieles guardianes de nuestra 

jurisdicción, incluso cuando ninguna de las partes invoque tal defecto. 

Horizon Media v. Jta. Revisora, RA Holdings, supra; Shell Chemical v. Srio. 

Hacienda, 187 DPR 109, 122-123 (2012); García v. Hormigonera 

Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007). (Énfasis provisto). Por tanto, si 

                                                 
1 33 LPRA 5094 

http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA%2014/TA16/word/javascript:getContent('/25254.cloud.storage.gogrid.com/25254/nas/download/DPR/190/190DPR652.doc',%20'%5bMUN,%20SAN,%20SEBAST,%20QMC%5d')
http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA%2014/TA16/word/javascript:getContent('/25254.cloud.storage.gogrid.com/25254/nas/download/DPR/190/190DPR652.doc',%20'%5bMUN,%20SAN,%20SEBAST,%20QMC%5d')
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determinamos que no tenemos jurisdicción sobre un recurso o sobre una 

controversia determinada, debemos así declararlo y proceder a 

desestimarlo. Mun. San Sebastián v. QMC, supra. 

 

B. Término para presentar recurso de certiorari 

La Regla 193 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 193, 

dispone que: 

[l]as sentencias finales dictadas en casos criminales 

originados en el Tribunal de Primera Instancia podrán ser 
apeladas por el acusado en la forma prescrita por estas reglas. 

En estos casos el acusado podrá establecer una apelación 
para ante el Tribunal de Circuito de Apelaciones, excepto en 
los casos de convicción por alegación de culpabilidad, en 

los cuales procederá únicamente un recurso de certiorari, en 
cuyo caso el auto será expedido por el Tribunal de Circuito de 

Apelaciones a su discreción. La solicitud de certiorari deberá 
presentarse dentro de los treinta (30) días siguientes a la 
fecha en que la sentencia fue dictada. Este término es 

jurisdiccional. 
 

(Énfasis provisto). 
 

 En armonía, la Regla 32(A) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, (4 LPRA Ap. XXII-B), dispone que el recurso de certiorari para 

revisar convicciones por alegaciones de culpabilidad se formalizará 

mediante presentación de una solicitud dentro de los treinta días 

siguientes a la fecha en que se haya dictado la sentencia recurrida, cuyo 

término es jurisdiccional.  

 

C. Desestimación  

La Regla 83 de nuestro Reglamento, supra, establece las 

circunstancias en que este foro intermedio puede desestimar un recurso 

presentado. En lo que resulta pertinente al caso ante nuestra 

consideración, dispone:   

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 

desestimación de un recurso por los motivos siguientes:  
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(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción;   

(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 

cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista 

justa causa para ello;    

…  

 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, podrá 

desestimar un recurso de apelación o denegar un auto 

discrecional por cualquiera de los motivos consignados en 

el inciso (B) precedente. (Texto omitido del original).  

 
III.  

 

 Según anticipáramos en el tracto procesal, el peticionario solicita 

que revoquemos una Resolución emitida y notificada por el TPI el 2 de julio 

de 2018, denegando la solicitud de exención por pena especial, luego de 

haberse declarado culpable por los delitos de epígrafe. Por virtud de las 

disposiciones dimanantes de la Regla 193 de Procedimiento Criminal, 

supra, y la Regla 32(A) de nuestro Reglamento, supra, el Sr. Álvarez 

Soufrront contaba con un término jurisdiccional de treinta (30) días para 

presentar su petición.  Es decir, a partir de la fecha en que le fue notificado 

el dictamen recurrido, el 2 de julio del 2018, el peticionario contaba con 

un término improrrogable de treinta días para acudir ante nosotros, que 

venció el 1 de agosto de 2018.  

 Sin embargo, el peticionario presentó su recurso el 23 de agosto de 

2018, veinte y dos (22) días en exceso del plazo dispuesto para hacerlo. 

Enfrentados a un término jurisdiccional, estamos impedidos de evaluar 

alguna justa causa que pudiera justificar la extensión del término, de 

modo que sólo corresponde desestimar la causa.   

Con todo, conviene señalar que, según la Regla 30.1 de nuestro 

Reglamento, supra, R. 30.1, y que contempla los casos en que confinados 

que presentan apelaciones, si estos entregan el escrito a los funcionarios 

de la institución con tiempo para ser recibido en el tribunal apelado o al 
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Tribunal de Apelaciones antes de vencer el término para apelar, y dichos 

funcionarios dejan de darle curso, tal entrega equivale a una presentación 

del escrito dentro del término. No obstante, en el caso ante nuestra 

consideración, aunque tomáramos como cierta la fecha en que el apelante 

suscribió su escrito de apelación, el 17 de agosto de 2018, también se 

encontraría fuera del término jurisdiccional por dieciséis (16) días, por lo 

cual indefectiblemente procede su desestimación.      

En definitiva, la presentación del recurso que nos ocupa fue tardía, 

infringiendo un término jurisdiccional, por lo que corresponde su 

desestimación ante la ausencia de jurisdicción para atenderlo.   

Lo pronunció y lo manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria.  

  

  
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís   

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  
 


